INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999.


BOLETÍN Nº 2.467-10.


_________________________________








Honorable Senado:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	Asistieron a las sesiones en que se consideró este asunto, en representación del Ejecutivo, la Ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear, acompañada de los siguientes personeros de la Cancillería: del Director General de Relaciones Económicas, señor Osvaldo Rosales; del Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; del Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Julio de la Fuente; del Director del Departamento ALADI-ACE Centroamérica, señor Oscar Quina; del Subdirector de este mismo Departamento, señor Enrique Chepi, y del Coordinador de la Oficina de Enlace del Congreso Nacional, señor Mariano Fontecilla.





	Concurrieron, también, especialmente invitados, el Presidente de la Corporación Nacional de Exportadores, señor Juan Luis Ceballos; el Vicepresidente de la Asociación de Exportadores de Manufacturas, señor Haroldo Venegas, y el Gerente de Desarrollo de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor José Manuel Concha.





- - - - - -





	Cabe tener presente que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y particular a la vez.





- - - - - -








I.- OBJETO DEL CONVENIO CUYA APROBACIÓN SE PROPONE.





	Establecer una zona de libre comercio entre Chile y los siguientes países de Centroamérica: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, mediante un Tratado de Libre Comercio de carácter general (en adelante TLC), ya suscrito, y la adopción de un Protocolo Bilateral a dicho Tratado con cada una de esas naciones, que recogerá las especiales características de la relación político-comercial con ellas, particularmente el régimen arancelario que deberá aplicarse.





	Con ocasión de este informe, se somete a la consideración del Senado el TLC con esos Estados centroamericanos y el Protocolo Bilateral a dicho Tratado, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999. Los Protocolos restantes se encuentran, a esta fecha, en etapa de negociación.





II.- ANTECEDENTES.





1.- Generales.





	Se hace presente, en el correspondiente Mensaje, que en la actualidad las sociedades han tomado, en general, plena conciencia de que dependen unas de otras para lograr incrementar su nivel de desarrollo y, en consecuencia, disminuir la pobreza, lo que está llevando a una incesante globalización de las economías.





	Además, se sostiene que las exportaciones y las inversiones extranjeras han cumplido un rol fundamental en el desarrollo y estabilidad del modelo económico de nuestro país, el que se ha caracterizado por un intercambio cada vez mayor y diverso de bienes y servicios de exportación; por un clima adecuado para el desarrollo de la inversión productiva, como asimismo por crecientes inversiones de capitales chilenos en el exterior.





	No obstante, se plantea, subsisten una serie de limitaciones para los países en este ámbito, las que en su mayoría son unilateralmente impuestas por los Gobiernos y se mantienen con el fin de proteger algunos sectores en particular.  Ellas afectan especialmente a países como Chile, que han optado por un modelo de economía abierta.





	En lo sustancial, estas restricciones implican trabas al ingreso de exportaciones de bienes y servicios a otros mercados e inseguridades en las reglas del juego de los mercados externos.  A modo de ejemplo se mencionan los obstáculos impuestos al comercio de bienes por medio de restricciones no arancelarias, como procedimientos aduaneros engorrosos y estándares técnicos excesivamente rigurosos; medidas sanitarias y fitosanitarias injustificadas; el uso con fines proteccionistas de medidas comerciales legítimas, como las normas antidumping y los derechos compensatorios, y, en general, todo mecanismo discrecional que tienda a entrabar la libre circulación de bienes y servicios.





	En lo atinente a Chile, este fenómeno ha afectado el desarrollo del sector exportador con mayor valor agregado, como asimismo, a los prestadores de servicios chilenos, que encuentran exigencias de nacionalidad para suministrar sus servicios en otros países. Tratándose de nuestros inversionistas en el exterior, no cuentan con protección legal adecuada frente a casos de expropiación, o bien, se ven en la imposibilidad de recurrir a un tribunal internacional independiente, en caso de una disputa con el gobierno del país receptor de la inversión.





	Con el fin de superar las trabas reseñadas, el Mensaje hace presente que el Gobierno ha seguido una estrategia basada en la negociación bilateral de acuerdos internacionales, estableciendo un mecanismo complementario y compatible con la apertura unilateral y la liberalización a escala multilateral. Esta política ha proporcionado oportunidades comerciales a nuestro país que le han permitido alcanzar mayores niveles de competitividad, lo cual es fundamental para continuar avanzando en la senda del desarrollo.





	Concluye, finalmente este documento, que el TLC constituye, también, una importante herramienta para aumentar y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial.





	El Ejecutivo se refiere, a continuación, a los propósitos tenidos en cuenta por los países signatarios al negociar el tratado y concluirlo en los términos que se han expuesto.  Por una parte, la conveniencia de negociar un tratado “marco”, para efectos, entre otros, de establecer reglas de idéntico origen, permitir la acumulación de controversias surgidas entre distintos países y simplificar la administración del instrumento. Por otra, la necesidad de respetar las diferencias propias de cada relación bilateral, por lo que se negociará separadamente un acuerdo de desgravación arancelaria.





	Se da cuenta que el TLC no consagra obligaciones entre países centroamericanos -la relación entre éstos se rige por los acuerdos internacionales que establecen el área de integración centroamericana-, sino sólo entre Chile y cada uno de ellos.





	Atendido lo anterior y con el objeto de evitar que los efectos del TLC queden enteramente condicionados a que haya sido ratificado por los seis países signatarios, se ha establecido un mecanismo de vigencia progresiva, según el cual este Convenio entrará en vigor gradualmente, a medida que vayan culminando las negociaciones bilaterales pendientes, debiendo los acuerdos resultantes ser sometidos a aprobación parlamentaria en cada país. En razón de que a la fecha de suscripción del mismo Chile sólo había negociado con Costa Rica, se encuentran pendientes de negociación los protocolos bilaterales a suscribir con los demás países de que se trata.





	En cuanto al Protocolo suscrito entre Chile y Costa Rica, el Mensaje señala que aborda fundamentalmente las concesiones arancelarias recíprocas.  Además, contiene otras materias, como subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias, comercio transfronterizo de servicios y reglas de origen específicas.





2.- Fundamentos del Convenio.





	S.E. el Presidente de la República, en el correspondiente Mensaje, señala que el TLC se enmarca en una política de internacionalización con el resto de los países del continente americano.  Los países de Centroamérica, precisa, constituyen un interesante mercado para los bienes con alto valor agregado exportados por nuestro país y un potencial destino para nuestras inversiones y servicios transfronterizos.





	A continuación, refiriéndose a nuestra política comercial con Centroamérica -que cuenta con una población de 31,5 millones  de habitantes y con un producto interno bruto cercano a los US$51.200 millones-, da cuenta que en los últimos cinco años nuestras exportaciones a esta zona se han incrementado en más de 124%, lo que muestra la existencia de un importante mercado emergente.





	En cuanto al intercambio comercial entre Chile y Costa Rica, indica que se ha incrementado desde US$14,7 millones en 1993, a US$29,4 millones en 1998, mientras que el que realizamos con Centroamérica, en igual período, ha experimentado una variación de 152%, aumentando de US$43,2 millones a US$108,9 millones.





	Señala, además, que Centroamérica no sólo constituye un mercado importante para la exportación de nuestros bienes y servicios, sino también un socio estratégico para Chile en el proceso del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA).





	En suma, concluye que este Tratado marca un hito, junto a los suscritos por nuestro país con Canadá y México, por su nivel de profundidad y la amplitud de temas que abarca.





	Destaca, por último, que la negociación en materia de acceso a la prestación de servicios en los diferentes sectores económicos, no significará para Chile cambio alguno en su legislación actual. Se trata, entonces, de un proceso de consolidación de nuestro nivel de apertura en la mayoría de los sectores.





3.- Legales.





	- El artículo 50, Nº1, de la Constitución Política que, entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, incluye la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".





	Su párrafo segundo establece que "las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.".





	- La ley Nº 18.480, que establece el sistema de reintegro de gravámenes que incidan en costo de insumos de exportaciones menores no tradicionales.





	- El decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1981, que promulga la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.





	- El decreto supremo Nº 910, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2000, que promulga el Acuerdo con Costa Rica para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones y su Protocolo.





	- El decreto supremo Nº 1.336, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Acuerdo con El Salvador para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones y su Protocolo.





	- El decreto supremo Nº 1.816, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1997, que promulga el Acuerdo con la Comunidad del Caribe para Establecer una Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación.





	- El decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el "Acuerdo de Marrakech", por el que se establece la Organización Mundial de Comercio (OMC), y los Acuerdos Anexos que se indican.





	Cabe destacar que dichos Acuerdos Anexos son:





	El Anexo 1A, que comprende:





	El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 ("GATT de 1994").





	El Acuerdo sobre la agricultura.





	El Acuerdo sobre la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias.





	El Acuerdo sobre los textiles y el vestido.





	El Acuerdo sobre obstáculos técnicos al comercio.





	El Acuerdo sobre las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio.





	El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.





	El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.





	El Acuerdo sobre inspección previa a la expedición.





	El Acuerdo sobre normas de origen.





	El Acuerdo sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación.





	El Acuerdo sobre subvenciones y medidas compensatorias.





	El Acuerdo sobre salvaguardias.





	El Anexo 1B, Acuerdo General sobre el Comercio de Servicio (AGCS).





	El Anexo 1C, Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC).





	El Anexo 2, Entendimiento relativo a las Normas y Procedimientos por los que se Rige la Solución de Diferencias.





	El Anexo 3, Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales.





	- El decreto supremo Nº 1.020, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1997, que promulga el Tratado de Libre Comercio, el Acuerdo de Cooperación Ambiental y el Acuerdo de Cooperación Laboral, suscritos con Canadá.





	- El decreto supremo Nº 1.101, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Tratado de Libre Comercio, sus Anexos y Apéndices, suscrito con los Estados Unidos Mexicanos.





	- La Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, suscrita en Ciudad de México, el 28 de enero de 1902, por todos los países signatarios de este Tratado.





4.- Vigencia del Convenio y países que lo han ratificado.





	Con el objeto de evitar que los efectos del TLC queden enteramente condicionados a que haya sido ratificado por los seis países signatarios, se ha establecido, como se dijera, un mecanismo de vigencia progresiva, según el cual este Convenio entrará en vigor a medida que vayan culminando las negociaciones bilaterales pendientes, debiendo los acuerdos resultantes ser sometidos a aprobación parlamentaria en cada uno de los países signatarios.





	En efecto, el Acuerdo entrará en vigor, separadamente, entre Chile y cada país de Centroamérica, una vez verificadas las condiciones fijadas, que son haber suscrito el Protocolo que refleje la culminación de la negociación propiamente bilateral y haber realizado el intercambio de los instrumentos de ratificación que certifiquen que han concluido las formalidades jurídicas necesarias con relación al TLC y al respectivo Protocolo bilateral.





	En suma, el trigésimo día contado a partir de la fecha en que se hayan verificado tales presupuestos, el Convenio entrará en vigor entre Chile y el correspondiente país centroamericano.





	A esta fecha, sólo Costa Rica ha ratificado ambos instrumentos.





	El Protocolo Bilateral con El Salvador ha sido negociado y se encuentra en proceso de ser ratificado en esa Nación.





5.-. Descripción del instrumento.





	El Tratado consta de un preámbulo y veintiún capítulos distribuidos en siete partes (cada capítulo tiene una numeración correlativa independiente de los otros).  En algunas de estas partes, dado su carácter técnico, se consignan, cuando se estimó pertinente, algunos comentarios efectuados por el Ejecutivo que permiten su mejor comprensión.





Preámbulo





	Contiene los propósitos que motivaron a las Partes para suscribirlo, de los que se destacan los siguientes:





	- Crear un mercado más extenso y seguro para las mercancías producidas y los servicios prestados en sus territorios, elemento importante para la facilitación del comercio de mercancías y servicios y el flujo de capitales y tecnología.





	- Evitar las distorsiones en su comercio recíproco.





	- Fortalecer la competitividad de sus empresas en los mercados mundiales.





	- Incrementar las oportunidades de empleo y mejorar los niveles de vida de sus pueblos.





	- Promover el desarrollo económico de manera congruente con la protección y conservación del ambiente, como también con el desarrollo sostenible.





	- Fomentar la participación dinámica de los distintos agentes económicos, en particular del sector privado, en los esfuerzos orientados a profundizar las relaciones económicas entre las Partes y a desarrollar y potenciar al máximo las posibilidades de su presencia conjunta en los mercados internacionales.





Primera Parte


Aspectos Generales





	Comprende los Capítulos 1 y 2, referidos a "Disposiciones Iniciales" y "Definiciones Generales".





	En las primeras se concretan los siguientes aspectos:





	- Se establece una zona de libre comercio, de conformidad con las disposiciones de la OMC (Artículos XXIV del GATT, de 1994, y V del AGCS).





	- Se determina su ámbito de aplicación, señalándose que, salvo disposición en contrario, el Tratado se aplicará bilateralmente entre Chile y cada uno de los países de Centroamérica considerados individualmente.





	Constituyen una excepción a esta regla general las disposiciones relativas a la administración del Tratado, en cuyas entidades participan los seis países firmantes, cumplimiento de origen, ya que cuando existe una regla común se permite acumular el origen de bienes de distintos países, y las normas sobre solución de controversias, pues se consagra la posibilidad de que exista pluralidad de partes demandadas o reclamantes.





	- Se permite a las Partes, respetándose sus particulares realidades socioeconómicas, reducir los plazos señalados en el Programa de Desgravación Arancelaria, mediante acuerdos de ejecución, protocolos de menor rango o, conforme con sus legislaciones internas, destinados a cumplir con los objetivos del Tratado.





	- Se enumeran sus principales objetivos, y se señala que los países que suscriben el instrumento interpretarán y aplicarán sus disposiciones teniéndolos como base, y de conformidad con las normas aplicables del Derecho Internacional.





	- En lo atinente a la observancia del Tratado, las Partes se comprometen, de acuerdo con sus ordenamientos constitucionales, a adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a sus disposiciones en su territorio y en todos sus niveles de gobierno.





	- Respecto a la relación del Convenio con otros acuerdos internacionales, las Partes confirman los derechos y obligaciones vigentes entre ellas conforme al Acuerdo sobre la OMC y a otros acuerdos de los que sean parte, precisándose ciertas reglas que regirán de presentarse una incompatibilidad entre las disposiciones de los instrumentos internacionales nombrados en el párrafo 1 y las disposiciones del Tratado en comentario.





	- En materia de sucesión de tratados, se indica que toda referencia a cualquier otro se entenderá hecha en los mismos términos al acuerdo sucesor del cual sean parte los Estados signatarios.





	En las Definiciones Generales, se desarrollan aquellas cuya aplicación tiene este carácter, como "Acuerdo de Valoración Aduanera"; "Acuerdo sobre la OMC"; "arancel aduanero"; "Entendimiento"; "Programa de desgravación arancelaria", entre otras.





	A continuación el instrumento incluye Definiciones Específicas por país.





	Respecto a Chile, se conceptualiza como "nacional" a aquel definido en el artículo 10 de la Constitución Política de la República, y a la persona que, de conformidad con la legislación chilena, tenga el carácter de residente permanente.





Segunda Parte


Comercio de mercancías





	Incluye los Capítulos 3, 4, 5, 6 y 7, relativos a “Trato Nacional y Acceso de Mercancías al Mercado”, “Reglas de Origen”, “Procedimientos Aduaneros”, “Medidas de Salvaguardia” y “Prácticas Desleales de Comercio”, respectivamente.





	En lo que dice relación con el Capítulo 3, debe tenerse en cuenta que la regla general aplicable es el principio de Trato Nacional, en virtud del cual los bienes de una Parte, una vez ingresados al territorio de la otra, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de aquella que es la importadora (artículo III del GATT, de 1994, incluidas notas interpretativas).





	Se establecen disposiciones que regulan la aplicación de medidas arancelarias y no arancelarias que afecten el acceso de los bienes al territorio de la otra Parte, como, por ejemplo, respecto a mercancías originarias, consolidar los aranceles aduaneros existentes a la fecha de entrada en vigor del TLC, y no crear nuevos aranceles y eliminarlos progresivamente, salvo aquellos determinados en el programa de desgravación.





	Existe, también, un compromiso de transparencia de la legislación vigente de cada una de las Partes, y se mantienen algunas disposiciones que se eliminarán conforme al calendario establecido por la OMC.





	Respecto de los derechos de trámite aduanero, las Partes acordaron cesar la aplicación de los cargos vigentes sobre bienes originarios y no aplicar nuevos cargos, sin perjuicio de conceder un período de gracia a los que actualmente son aplicados por Nicaragua y Honduras.





	En relación con los impuestos a la exportación, ninguna de las Partes puede imponer impuestos, gravámenes o cargos sobre bienes destinados a la exportación al territorio de la otra Parte, a menos que se apliquen los mismos cuando los bienes están destinados al consumo interno.  Se excepcionan los impuestos a la exportación de banano, café y carne, establecidos en el Anexo 3.14, reservados por Costa Rica y Honduras.





	El Tratado permite la admisión temporal, sin pago de arancel, para el equipo profesional e instrumentos de trabajo de las personas de negocios que ingresan bajo el régimen de entrada temporal que el mismo establece, así como para equipos de prensa, muestras comerciales y publicitarias y mercancías destinadas a exhibición o demostración. Además, admite la importación libre de derechos aduaneros, para muestras comerciales de valor insignificante o sin valor comercial y materiales de publicidad impresos. También está exenta de pago de derechos aduaneros, la reimportación de bienes que han salido temporalmente para efectos de ser reparados o modificados en el territorio de la otra Parte.





	En el Acuerdo se establece la eliminación, al 1 de enero del año 2003, de todos los subsidios a la exportación para bienes agropecuarios. Hasta esa fecha, si una de las Partes incrementa, introduce o reintroduce subsidios a la exportación, la otra Parte podrá incrementar el arancel de nación más favorecida para ese producto. Esta disposición representa un logro para Chile, por cuanto nuestro país ya ha comprometido frente a la OMC el no tener ningún tipo de subsidio a la exportación para el año 2003. Por otro lado, las Partes ya han comprometido ante la OMC la eliminación total de los subsidios a la exportación en los sectores no agrícolas. Este Tratado no acelera los plazos allí comprometidos, lo que favorece a Chile, pues permite mantener el reintegro simplificado hasta el año 2003.





	Se crea un Comité de Comercio de Mercancías, compuesto por miembros de los seis países, al que corresponde conocer de los asuntos contenidos en los Capítulos 3, 4 y 5, y a las Reglamentaciones Uniformes.





	Las Reglas de Origen, definidas en el capítulo 4, tienen por objeto asegurar que los beneficios del Tratado sean concedidos a bienes producidos en Chile y Centroamérica y no a bienes que se elaboren total o mayoritariamente en otros países.





	En este capítulo se establecen las reglas de aplicación general. Las reglas específicas de origen están descritas en el Anexo 4.03, por código de clasificación arancelaria para todo el Sistema  Armonizado, lo que permite conocer las reglas aplicables a cada bien, y dar mayor transparencia a la aplicación e interpretación de éstas.





	Sin embargo, cabe tener presente que no todas las reglas específicas fueron consensuadas entre los seis países, pues un treinta por ciento de ellas tienen reglas especiales, las que son parte de los protocolos bilaterales a que se ha hecho referencia.





	Conforme a lo dispuesto en el Acuerdo, un bien será considerado originario de la zona de libre comercio cuando sea totalmente obtenido o producido en territorio de una o más Partes, o sea fabricado con materiales no originarios pero que cumplen con determinadas reglas que se consignan debidamente (Anexo 4.03, páginas 47 a 70), ya sea porque cumple el salto arancelario correspondiente o el valor de contenido regional exigido, según el caso.





	Asimismo, existen en el Tratado disposiciones generales que otorgan cierta flexibilidad en el cumplimiento de las reglas de origen, como las atinentes a acumulación y minimis (capítulos 4.06 y 4.08).





	La posibilidad de acumulación facilita el cumplimiento de los requisitos de origen, pues permite que el productor de un bien acumule su producción con la de uno o más productores de materiales que estén incorporados en el bien, en el territorio de una o más Partes, de manera que la producción de los materiales sea considerada como realizada por ese productor. El Tratado permite acumular origen con los bienes de otro país centroamericano distinto de aquél que importa o exporta, siempre y cuando exista la misma regla de origen en los correspondientes países.





	La disposición de minimis permite considerar como originarios los productos elaborados con materiales no originarios, cuando la totalidad de estos últimos, que no logran el cambio de clasificación arancelaria aplicable, es menor o igual al ocho por ciento del valor total del bien. Esta disposición no se aplica a productos textiles y de vestuario, como tampoco a las mezclas de materiales de los Capítulos 1 al 27 (bienes agrícolas, tabaco, minerales y petróleos).





	En caso que un bien cumpla con las reglas de origen específicas establecidas, deberá ser considerado originario y accederá a las preferencias del Acuerdo. Según se dispone en el capítulo siguiente, las Partes se obligan a establecer Reglamentaciones Uniformes (artículo 5.12), que determinarán en detalle los procedimientos a seguir para realizar los cálculos, cuando éstos sean necesarios.





	El Capítulo 5 establece reglas sobre Procedimientos Aduaneros, con el objeto, por una parte, de impedir que éstos se utilicen como barreras no arancelarias al comercio y, por la otra, de reglamentar la aplicación y fiscalización del cumplimiento de las normas de origen.





	Estos procedimientos representan para Chile la introducción de nuevas formas de proceder, incorporadas en los últimos acuerdos de similar naturaleza, a saber: la certificación y declaración del origen; la determinación de las obligaciones del importador y del exportador; el establecimiento de procedimientos de verificación y control del origen; la factibilidad de que el sector privado requiera pronunciamientos respecto al cumplimiento de origen en forma previa al despacho de las mercancías; mecanismos de revisión e impugnación de las actuaciones de la administración; y un adecuado y efectivo sistema de sanciones.





	Al igual que en el caso de las Reglas de Origen, para las regulaciones contenidas en este capítulo se deberán establecer Reglamentaciones Uniformes que normarán las disposiciones contenidas en el mismo.





	En cuanto a las Salvaguardias, abordadas en el Capítulo 6, el Tratado contempla dos mecanismos. En primer lugar, se establecen reglas y procedimientos que permiten a las Partes adoptar medidas de salvaguardia bilateral, cuyo objeto es evitar que pueda ocasionarse un daño grave a la producción nacional como consecuencia de un aumento excesivo e imprevisto en la importación de un producto originario de la otra Parte, siempre que dicho aumento de importaciones sea resultado de las reducciones arancelarias acordadas en el Tratado. Tales medidas sólo pueden ser adoptadas por un plazo limitado, exigiéndose a la Parte que la establece el otorgamiento de una compensación a la Parte a la cual se impone. Si las Partes no logran acordar el monto de la compensación, se consagra un procedimiento que deberá propender a equilibrar ambas posiciones.





	En segundo lugar, cada Parte conserva la posibilidad de imponer salvaguardias globales no discriminatorias, bajo el amparo del Artículo XIX del GATT, de 1994, y del Acuerdo de Salvaguardias de la OMC, más allá del período de transición antes mencionado, siempre que las exportaciones de la otra Parte representen una participación sustancial en las importaciones totales del bien en cuestión y contribuyan de manera importante al daño grave o a la amenaza del mismo.





	En el Capítulo 7, que se refiere a Prácticas Desleales de Comercio, las Partes confirman sus derechos y obligaciones conforme lo dispuesto en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y en el Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT, de 1994, que forman parte del Acuerdo sobre la OMC, estableciéndose el compromiso de fijar un programa de trabajo para analizar la posibilidad de promover reformas destinadas a evitar que este tipo de medidas se conviertan en barreras encubiertas al comercio. En tal sentido, las Partes se obligan a cooperar para lograr estas reformas en el marco de la OMC y del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).





Tercera parte


Obstáculos Técnicos al Comercio





	Aborda, respectivamente, las Medidas “Sanitarias y Fitosanitarias” y “De normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización”, en sus Capítulos 8 y 9.





	El primero de ellos contiene preceptos que implican el desarrollo, adopción y ejecución de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, con el fin de impedir el uso de tales medidas como restricciones encubiertas al comercio. Se salvaguarda, en todo caso, el derecho de cada Parte para adoptar las medidas necesarias para la protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal.





	Cada Parte conserva la facultad para determinar el nivel de protección que en este ámbito considere adecuado, pudiendo alcanzarlo mediante métodos fundamentados en principios científicos y en una evaluación de riesgos.





	Las Partes se comprometen a utilizar normativas o recomendaciones de organizaciones internacionales competentes, y a aplicar las disposiciones contenidas en el anexo C del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.





	El Capítulo 9 se refiere a las Medidas relativas a la Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización, es decir, a las normas oficiales, a las reglamentaciones técnicas del Gobierno y a los procesos utilizados para conrolar su aplicación y cumplimiento, estableciéndose el compromiso de las Partes de no utilizarlas como obstáculos innecesarios al comercio.





	A juicio del Ejecutivo, el Tratado constituye un avance respecto del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, ya que incorpora a los servicios transfronterizos en su ámbito de aplicación, en concordancia con los nuevos planteamientos de los foros internacionales. Se profundizan sus diversos compromisos y, en algunos casos, se hacen más operativos (al fijarlos como tareas del Comité). Se mejora en transparencia, al establecerse una notificación bilateral de todas las medidas relativas a la normalización, previa a su publicación.





	Se reconoce el derecho de las Partes a establecer, aplicar y hacer cumplir las medidas que considere necesarias, presumiéndose que dichas medidas no crean obstáculos en el caso de perseguir un objetivo legítimo, estar conformes a una norma internacional y no excluir bienes de la otra Parte.





	Este Capítulo promueve la compatibilidad de las medidas de normalización de cada Parte, aun cuando éstas no sean idénticas, siempre que una de ellas sea suficiente para cumplir con los objetivos de la otra Parte. También promueve la equivalencia de los reglamentos técnicos y la negociación de acuerdos sectoriales de reconocimiento mutuo. Asimismo, impone a las Partes la obligación de considerar, al momento de elaborar un reglamento, una evaluación de riesgo que permita validarlo.





	Se establece un Comité de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización, que está encargado, fundamentalmente, de velar por la aplicación, cumplimiento y administración de este Capítulo y de impulsar la compatibilidad y cooperación para el desarrollo, aplicación y cumplimiento de los sistemas de normalización.





Cuarta Parte


Inversión, Servicios y Asuntos Relacionados





	Incluye los Capítulos 10, 11, 12, 13, y 14, relativos a “Inversión”, “Comercio Transfronterizo de Servicios”, “Transporte Aéreo”, “Telecomunicaciones” y “Entrada Temporal de Personas de Negocios”, respectivamente.





	En materia de Inversiones, las Partes incorporaron a este Tratado los Acuerdos para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones (APPI), suscritos por Chile con países de Centroamérica.





	Además, se acordó que dentro del plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del Tratado, las Partes analizarían la posibilidad de desarrollar y ampliar la cobertura de las normas y disciplinas establecidas en los citados Acuerdos.





	En lo que se refiere al Comercio Transfronterizo de Servicios, el Tratado consagra un comercio amplio en esta materia, ya que abarca la casi totalidad de los sectores de servicios y desarrolla y perfecciona elementos en cada sector. Así, incluye medidas respecto de la producción, distribución, comercialización, venta y prestación de servicios; la compra, uso o pago de los mismos; el acceso y uso de sistemas de distribución y transporte relacionados con la prestación de servicios; la presencia de un proveedor de servicios de la otra parte, y el otorgamiento de una garantía financiera como condición para la prestación de un servicio. Se excluyen los servicios o funciones gubernamentales; los subsidios o donaciones otorgados por una Parte o una empresa del Estado, incluidos los préstamos, garantías y seguros apoyados por una Parte; el comercio transfronterizo de servicios financieros; los servicios de transporte aéreo, y las compras gubernamentales. La exclusión de estas dos últimas materias se debe a que son reguladas de manera específica en el Tratado, en los Capítulos 12 y 16, respectivamente.





	Cabe destacar que este Capítulo se rige por los principios de trato nacional, nación más favorecida y no exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio. Asimismo, consagra el compromiso de suministro de información respecto de restricciones cuantitativas no discriminatorias, así como criterios objetivos y de transparencia de información para la obtención de licencias y certificados.





	Al ser los servicios profesionales una de las principales actividades de servicio, el Tratado incluye procedimientos para el reconocimiento de títulos y el otorgamiento de licencias para el ejercicio profesional.





	En todo caso, según se expresa en el Mensaje, las disposiciones sobre la materia deben sujetarse a los derechos y obligaciones consagrados en la Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, suscrita en Ciudad de México, el veintiocho de enero de 1902, por todos los países signatarios de este Tratado, entre otros.





	En el Capítulo 12, sobre Servicios de Transporte Aéreo, las Partes se remiten a lo dispuesto en los convenios que en la materia hayan sido suscritos o se suscriban en el futuro entre Chile y cada país centroamericano, estableciendo expresamente que cualquier modificación que sufran dichos convenios, no puede anular o menoscabar los derechos vigentes antes de realizada esa modificación. No obstante, las disposiciones del Tratado prevalecen sobre aquellas previstas en los convenios aludidos. Así, por ejemplo, en caso de controversia, las Partes se someterán al mecanismo contemplado en el Acuerdo, con las adaptaciones específicas que se contemplan en este Capítulo.





	En virtud de lo expuesto en el párrafo precedente, se incorporará a este Tratado el Convenio de Transporte Aéreo entre la República de Chile y la República de Costa Rica, suscrito en San José el 6 de abril de 1999 (Boletín N° 2.459-10), recientemente aprobado por el Congreso Nacional, para próxima promulgación.





	En dicho Acuerdo se crea un Comité de Transporte Aéreo, integrado por las autoridades aeronáuticas de cada uno de los países, que tiene como principal función asegurar la aplicación de este Capítulo.





	En materia de Telecomunicaciones, el Capítulo 13 regula las medidas que las Partes adopten o mantengan, respecto al acceso y uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones, incluidas las redes privadas para las comunicaciones internas de las empresas, la prestación de servicios mejorados o de valor agregado y la normalización de la conexión de equipo terminal y otro equipo a las redes públicas de telecomunicaciones.





	Este Capítulo no se aplica a la operación y establecimiento de las redes y servicios públicos de telecomunicaciones, como tampoco a la radiodifusión o distribución por cable de programación de radio o televisión, las cuales tendrán acceso y uso permanentes de las redes y servicios públicos.





	El Tratado garantiza el acceso y posibilidades de uso, en términos no discriminatorios y en condiciones razonables, a cualquier red o servicio público de telecomunicaciones ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza, para la conducción de negocios.





	En materia de servicios de telecomunicaciones de valor agregado, se establece que los procedimientos de cada Parte para otorgar licencias, permisos, concesiones u otras autorizaciones para la prestación de estos servicios, deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos.





	También se contemplan medidas que se pueden imponer a la conexión del equipo de telecomunicaciones a las redes públicas. Estas deben limitarse a los casos necesarios para impedir daños técnicos o interferencia con las redes y servicios públicos, interferencia electromagnética, mal funcionamiento de los equipos de tasación, cobro y facturación, seguridad del usuario y su acceso a las redes. Se podrán fijar los requisitos de aprobación para la conexión a la red pública de telecomunicaciones de los equipos, caso en que las bases deberán ser  justas y razonables. En cuanto a los procedimientos de evaluación de la conformidad, estos deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos, permitiéndose a cualquier entidad técnicamente calificada, probar el equipo que será conectado a las redes públicas.





	Cabe hacer presente, según señala el Ejecutivo, que este Capítulo sólo es aplicable entre Chile y El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y no se aplica entre Chile y Costa Rica. Ello responde al régimen regulatorio de las telecomunicaciones en este último país, en que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), de propiedad estatal, mantiene un monopolio sobre la prestación de todos los servicios básicos de telecomunicación. No se prevé que en el futuro cercano se permita la competencia en estos servicios, ni tampoco la entrada de capitales extranjeros al sector. En consecuencia, en virtud de la abierta asimetría en esta materia entre Chile y Costa Rica, las Partes acordaron sustraer la aplicación de este Capítulo de su relación bilateral.





	En cuanto a la Entrada Temporal de Personas de Negocios, regulada en el Capítulo 14, el Convenio establece tres categorías: comerciantes e inversionistas, visitantes de negocios y personal transferido dentro de una empresa, y regula los requisitos y condiciones que facilitan la obtención de residencia temporal en cada país.





	Sus disposiciones procuran facilitar el movimiento de estas categorías de personas de negocios, que participan en el comercio de bienes o prestación de servicios, o en actividades de inversión, complementando de esta manera las respectivas disposiciones del Tratado. Asimismo, se consagra el derecho de los países de velar por la protección de su mercado laboral y la soberanía de determinar las políticas migratorias que estimen convenientes.





Quinta Parte


Políticas de Competencia





	Contiene un solo Capítulo, 15, que se refiere a estas materias.





	Con relación a las prácticas comerciales anticompetitivas, el Tratado establece que las Partes procurarán que ellas no menoscaben los beneficios del Acuerdo, avanzando hacia la adopción de disposiciones comunes para evitarlas.  Asimismo, alude a que las Partes se esforzarán por establecer mecanismos que faciliten y promuevan las políticas de libre competencia entre y dentro de ellas.





	Este Capítulo no impide que un Estado pueda establecer o mantener monopolios y empresas del Estado, pero sí impone la obligación de adoptar o mantener medidas que prohiban prácticas contrarias a la libre competencia, cuando se establezcan o mantengan tales monopolios o empresas del Estado.





Sexta Parte


Contratación Pública





	Contempla normas sobre esta materia en su Capítulo 16.





	Así, establece un marco de normas y disciplinas generales, que garantizan el acceso de los bienes y servicios de un país en el mercado público de otro, en condiciones no discriminatorias, de transparencia e igualdad de oportunidades. Se excluyen de la aplicación del Tratado las entidades y actividades señaladas, respectivamente, en los Anexos 16.01 y 16.02 del mismo.





	Este Capítulo no impide a las Partes efectuar privatizaciones de las entidades cubiertas, las que en tal caso, quedan fuera de la aplicación de estas normas.





	El Acuerdo establece el compromiso recíproco de las Partes de suministrar información respecto de sus procedimientos de contratación, oportunidades comerciales que se generen con éstos y resultados de los procesos de contratación pública.





	Se crea un Comité de Contratación Pública, encargado de velar por la aplicación y administración de este Capítulo y de promover la incorporación de las entidades excluidas de su ámbito de aplicación, en conformidad con el Anexo citado.








Séptima Parte


Disposiciones Administrativas e Institucionales





	Respectivamente, trata en sus Capítulos 17, 18,19, 20 y 21 sobre “Transparencia”; “Administración del Tratado”; “Solución de Controversias”; “Excepciones”, y “Disposiciones Finales”.





	En lo atinente a Transparencia, las Partes se obligan a publicar las normas legales y las resoluciones administrativas de aplicación general. En lo posible, la publicación debe hacerse por adelantado, dando la oportunidad a los interesados de formular observaciones.





	Este Capítulo establece, también, que cada Parte debe notificar cualquier medida que pueda afectar sustancialmente el funcionamiento del Acuerdo o los intereses de la otra Parte.





	En cuanto a procedimientos administrativos, se señala que cada parte debe asegurar que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones.  Asimismo, se dispone que deben establecerse tribunales imparciales para la corrección de acciones administrativas relacionadas con el Tratado, dando oportunidad a que las Partes puedan defender su posición y se dicten resoluciones fundadas en las pruebas rendidas.





	El Capítulo 18 establece las instituciones de Administración del Acuerdo.





	En primer lugar, crea la Comisión de Libre Comercio, integrada por los Ministros de Relaciones Exteriores de Chile, de Comercio Exterior de Costa Rica, de Economía de El Salvador, de Economía de Guatemala, de Fomento, Industria y Comercio de Nicaragua y por el Secretario de Estado en los Despachos de Industria y Comercio de Honduras.





	Entre las funciones de la Comisión cabe destacar las de supervisar la aplicación del Convenio y la labor de los Comités y resolver las controversias que surjan respecto de su interpretación o aplicación.  Sus decisiones se adoptan por consenso y está facultada para establecer sus propias reglas de procedimiento.





	En cumplimiento de los objetivos del Tratado, la Comisión está facultada para modificar las siguientes materias:





	- La lista de las mercancías contenida en el Programa de desgravación arancelaria, con el objeto de incorporar las mercancías excluidas o acelerar los plazos de desgravación;





	- Las reglas de origen específicas;





	- Las Reglamentaciones Uniformes;





	- El Anexo 9.01, a fin de incorporar nuevos sectores o subsectores de servicios en el ámbito de aplicación del capítulo sobre medidas de normalización;





	- Los Anexos I, II y III del Capítulo sobre Comercio Transfronterizo de Servicios, y





	- El Anexo 16.01, con el objeto de incorporar nuevas entidades al ámbito de aplicación del Capítulo sobre Contratación Pública.





	Debe tenerse en consideración, aquí, lo señalado por el Mensaje Presidencial, en cuanto a que atendido que dichas modificaciones, que adoptarán la forma de una decisión de la Comisión, son acuerdos suscritos por las Partes para dar cumplimiento a los objetivos de un tratado marco, deberá dárseles la tramitación simplificada correspondiente a los Acuerdos de Ejecución, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 50, Nº 1, de nuestra Constitución Política.





	No obstante que la Comisión está integrada por representantes de los seis países, con el objeto de permitir su funcionamiento dinámico y expedito, considerando que algunas materias sólo son de interés bilateral y no de todos los países, el Tratado prevé que la Comisión pueda funcionar sin la asistencia de todos sus miembros.





	En segundo lugar, establece una Subcomisión de Libre Comercio, cuya función consiste en preparar y revisar los expedientes técnicos que considerará la Comisión en forma previa a la adopción de una decisión; dar seguimiento a las decisiones ya adoptadas, y proporcionar el apoyo que la misma Comisión solicite.





	En tercer lugar, el Tratado prevé la existencia de un Secretariado, integrado por las dependencias oficiales permanentes de cada Parte, que actuarán como secciones nacionales, cuya misión es otorgar asistencia y apoyo a la Comisión, Subcomisión, grupos arbitrales, comités, subcomités y grupos de expertos. Corresponde, también, al Secretariado, a través de sus secciones nacionales, ser el conducto por el cual se deben realizar todas las notificaciones exigidas por el Tratado.





	Por último, se establecen Comités encargados, fundamentalmente, de vigilar la implementación de aquellos Capítulos que sean de su competencia y de evaluar y recomendar a la Comisión propuestas de modificación a las disposiciones de tales capítulos. Dichos Comités están facultados para delegar específicamente sus funciones en subcomités o grupos de expertos, de modo permanente o ad hoc, respectivamente, cuya labor deben supervisar.





	El Capítulo 19 establece el sistema de Solución de Controversias. Se reglamenta la forma de solucionar divergencias entre las Partes, relativas al Tratado o a medidas incompatibles con éste, o que puedan causar anulación o menoscabo a ciertos beneficios en él establecidos.





	El Acuerdo consagra una opción única y definitiva de foro, otorgando a la Parte reclamante el derecho de recurrir, a su elección, al procedimiento establecido bajo la OMC o al previsto en este Tratado. El foro seleccionado será excluyente de cualquier otro.





	Si la Parte opta por el último de ellos, esto es, el del TLC, el procedimiento es el que se resume a continuación.





	- En primer lugar, se establece un sistema de consultas directas entre las Partes involucradas en la controversia.





	Si éste no prosperare, cualquiera de las Partes puede recurrir a la Comisión de Libre Comercio, con el objeto de que formule recomendaciones que puedan resolver la discrepancia.





	- Si la Comisión no consigue de las Partes un acuerdo dentro de cierto plazo, aquéllas deberán reunirse para establecer un grupo arbitral de tres miembros, siguiendo las reglas de procedimiento establecidas por la Comisión. Los árbitros se escogen, por lo general, de una lista elaborada por las Partes e integrada por personas con conocimiento y experiencia internacional. Cada Parte debe seleccionar un árbitro nacional de la otra Parte; el Presidente se designa de común acuerdo y, si no lo hubiere, una Parte elegida por sorteo debe designar al Presidente de entre los miembros de la lista, pero siempre que no sea nacional de ninguna de las Partes. Una Parte puede escoger un árbitro que no esté en la lista, sin embargo, aquél podrá ser recusado sin expresión de causa.





	- El grupo arbitral, dentro de ciertos plazos y recibida la información que estime pertinente, debe emitir un informe preliminar que contenga una conclusión de hecho, una determinación acerca de si existe incompatibilidad entre el Convenio y la medida de la Parte y, eventualmente, una recomendación para solucionar la controversia. Cumplido cierto plazo para observaciones de las Partes, el grupo arbitral tendrá que emitir un informe final que debe ser comunicado a las Partes y luego publicado, salvo acuerdo en contrario de éstas.





	- El informe final del grupo arbitral es obligatorio para las Partes. Siempre que sea posible, la solución deberá consistir en la derogación de la medida disconforme. En caso que la Parte demandada no acate dicho informe, la reclamante podrá suspender respecto de ella la aplicación de beneficios de efecto equivalente, en lo posible, dentro del sector afectado por la medida.





	- De conformidad con el principio de economía procesal, el Tratado admite la concurrencia de varios países reclamantes o varios países demandados, como consecuencia de una misma medida que viole o anule sus obligaciones internacionales, o de varias medidas similares que afecten los derechos de un mismo país, respectivamente.





	En seguida, el Tratado contempla Excepciones Generales, que se establecen en el Capítulo 20.





	En éstas se incorporan al Convenio las excepciones generales contenidas en el Artículo XX del GATT, de 1994, y en el Artículo XIV del AGCS.





	En relación con la seguridad nacional, se dispone que las Partes no tienen obligación de proporcionar información y que pueden adoptar las medidas necesarias para proteger sus intereses esenciales en materia de seguridad, en especial, las relativas al comercio de armamentos y las operaciones sobre bienes, servicios y tecnología, con el fin de proporcionar suministros a un establecimiento de defensa.





	El Acuerdo permite, tratándose de la balanza de pagos, adoptar medidas que restrinjan las transferencias en caso de dificultades serias en ella o amenaza de la misma. La Parte deberá someter a revisión del Fondo Monetario Internacional las medidas que aplique, debiendo evitar daños innecesarios, las que en todo caso deben ser temporales.





	Finalmente, el Tratado exceptúa, en general, las medidas tributarias de orden interno, disponiendo que no se afectarán los derechos que se deriven de convenios tributarios, debiendo prevalecer éstos en caso de incompatibilidad.





	Por último, en el Capítulo 21, se establecen las Disposiciones Finales relativas a duración, entrada en vigor, denuncia, modificaciones y adiciones al Tratado.





Anexos





	El Convenio contiene tres anexos generales que se aplican al Capítulo 11, sobre Comercio Transfronterizo de Servicios, y, además, cuando ha sido necesario detallar alguna obligación o derecho específico de una o más Partes, se ha recurrido a la redacción de anexos particulares para determinados artículos o párrafos de los mismos, los que forman parte integrante del Tratado.





- - - - - -





El Protocolo Bilateral suscrito entre Chile y Costa Rica





	Tal como se ha señalado precedentemente, los asuntos estrictamente bilaterales y aquellos que no pudieron ser objeto de acuerdo antes de la suscripción del Tratado marco, pertenecen al ámbito de los mencionados protocolos bilaterales que se deberá suscribir con cada país centroamericano. Estos protocolos son parte esencial e integrante del Tratado, ya que complementan sus disposiciones. 





	En atención a que sólo con Costa Rica se alcanzó acuerdo respecto de los temas bilaterales pendientes, este Protocolo es el único que se envía a la aprobación parlamentaria, junto con el Tratado.





	El Protocolo regula las siguientes materias: el "programa de desgravación arancelaria"; el tratamiento de los "subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias"; las "reglas de origen" específicas aplicables sólo entre Chile y Costa Rica, y los Anexos del Capítulo sobre Comercio Transfronterizo de Servicios.





Programa de desgravación arancelaria





	Las concesiones arancelarias otorgadas entre Chile y Costa Rica se establecen en el Anexo 3.04, en que las Partes asumen compromisos de eliminación arancelaria, inmediata o gradual, para los bienes originarios de la otra Parte. Según comentó el Ejecutivo, el efecto inmediato del Acuerdo consistirá en que, a la fecha de su entrada en vigor, ingresarán con un arancel del cero por ciento al mercado chileno, el noventa y cinco por ciento de las exportaciones totales al mundo de Costa Rica, e ingresarán a Costa Rica libre de todo arancel aduanero, un ochenta y cuatro por ciento de las exportaciones de Chile al mundo.





	La negociación arancelaria se estableció mediante cuatro listas que contemplan diferentes plazos de desgravación. La principal establece desgravación inmediata, y las otras son de cinco, doce y dieciséis años.





	Además, en dicho Anexo se contempla una reducida lista de productos que se excluyen de la desgravación arancelaria, que representan el cuatro por ciento del universo de productos.





Subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias





	A partir de la entrada en vigor del Tratado, Chile y Costa Rica no pueden mantener o introducir subsidios a la exportación de mercancías agropecuarias en su comercio recíproco, sin perjuicio de los derechos de Chile en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias que forma parte del Acuerdo sobre la OMC, referido al sistema Simplificado de Reintegro a Exportadores establecido en la �ley Nº 18.480. El uso de este mecanismo en el comercio recíproco, precisó el Ejecutivo, se regula en el Anexo 3.04(2).





Reglas de origen específicas





	Son aquellas que definen los casos en que se debe entender que una determinada mercancía es originaria de una Parte.  Tales reglas se especifican por código de clasificación arancelaria, para todo el Sistema  Armonizado, en el Anexo 4.03.





	Este Anexo, en su sección B, explicó la Cancillería, contiene reglas que fueron consensuadas entre los seis países y que corresponden, aproximadamente, a un setenta por ciento de las mercancías. Por su parte, la sección C del mismo Anexo, que es materia de este protocolo bilateral, se refiere a las reglas que no lo fueron y que corresponden al restante treinta por ciento de las mercancías.





	En consecuencia, este Protocolo establece las reglas de origen específicas no previstas en el Tratado porque no hubo consenso con los demás países, pero no impide que, al suscribir los protocolos con los otros cuatro países, se establezca la misma regla de origen acordada con Costa Rica. Más aún, tal coincidencia de reglas será fuertemente incentivada por la posibilidad de acumular origen con bienes de un tercer país que cuente con la misma regla.





Servicios transfronterizos





	El Protocolo contiene las listas correspondientes a los Anexos I, II y III, en materia de servicios transfronterizos, de Chile y Costa Rica.





	Al fundar la iniciativa el Supremo Gobierno precisa que en el Anexo I se han establecido excepciones basadas en medidas existentes. Estas últimas son susceptibles de modificación, pero en ese caso, sólo en el sentido de hacerlas más consistentes con el Tratado. Si una Parte modifica las medidas en el sentido de liberalizarlas, esa Parte no podrá modificar nuevamente la legislación para volver a los niveles de restricción reservados originalmente.





	Adicionalmente, cada Parte ha mantenido la posibilidad de adoptar ciertas medidas disconformes con los principios del Acuerdo en algunos sectores, para los que se establecen reservas en el Anexo II.





	Por último, para efectos de transparencia, en el Anexo III las Partes quedan obligadas a señalar las restricciones cuantitativas vigentes.





- - - - - -





DISCUSIÓN Y VOTACIÓN





	Con motivo de la discusión de la iniciativa, vuestra Comisión escuchó a personeros de entidades públicas y privadas vinculadas con la materia.





	Con motivo de su exposición ante la Comisión, la señora Ministra de Relaciones Exteriores sostuvo que el instrumento en informe se inserta en la política comercial que ha seguido el Supremo Gobierno, en orden a la búsqueda de nuevos mercados para la oferta exportable chilena y la apertura de áreas de negocios interesantes para los inversionistas nacionales.





	Centroamérica, dijo, constituye una región atractiva desde el punto de vista económico para nuestro sector exportador, en la medida que supone un mercado altamente significativo para los productos chilenos con mayor valor agregado. En tal sentido, mejorar las condiciones de acceso de esos productos a dicha área comercial se traducirá en un beneficio claro para el proceso productivo del país.





	Destacó, en seguida, la relevancia que ha tenido para Chile el excelente nivel de las relaciones políticas, culturales y económicas que tradicionalmente ha mantenido con los países centroamericanos. Explicó, al respecto, que la cooperación chilena en esa zona del continente tiene larga data, por lo que avanzar en un Convenio de última generación con estos países reviste una tarea fundamental. Asimismo, en el ámbito multilateral y a vía ejemplar, recordó que Chile respaldó decididamente el ingreso de las naciones centroamericanas al denominado Grupo de Río.





	El Tratado en análisis profundiza los vínculos comerciales con Centroamérica, que constituye un mercado de 31,5 millones de habitantes, con un PIB global cercano a los US$51.200 millones. Entre 1993 y 2000, las exportaciones nacionales a esa área se incrementaron en 231%, y las importaciones lo hicieron en 73%. El intercambio comercial aumentó en ese mismo lapso en 190%, pasando de US$43,2 millones a US$125,3 millones.





	Indicó, a continuación, que el Convenio, suscrito en octubre de 1999 por los Presidentes de Chile y de Costa Rica, El Salvador, Honduras, Guatemala y Nicaragua, permitirá la creación de una zona de libre comercio en conformidad con las normas de la Organización Mundial de Comercio, y habrá de contribuir a la promoción y protección de las inversiones extranjeras y de los servicios transfronterizos, incluido el transporte aéreo, estimulando la expansión y diversificación del comercio, de las mercancias y de los servicios entre los Estados Partes, el flujo de inversiones recíprocas, las telecomunicaciones, la entrada temporal de personas de negocios, políticas de competencia y compras de Gobierno.





	En ese entendido, argumentó, el Tratado se instituye como una herramienta para promover la eliminación progresiva de los aranceles aduaneros para todas las mercaderías producidas en los Estados Partes, incluyendo normas sobre admisión temporal de bienes, valoración aduanera, mercancías reimportadas después de haber sido reparadas y medidas no arancelarias.





	En cuanto a las entidades encargadas de vigilar la implementación del Tratado y el cumplimiento de sus cláusulas, dijo que estarán integradas por personeros de los seis países que han concurrido a su celebración.





	Refiriéndose a algunas inquietudes que han surgido en relación con el instrumento, afirmó que en virtud del mismo las Partes deberán adoptar medidas destinadas a prohibir prácticas monopólicas, con lo cual propicia un ambiente de leal y sana competencia e instaura un sistema general de solución de controversias eficiente y expedito.





	Ante una consulta de los señores Senadores, indicó que el proceso de negociaciones desarrollado consta de dos fases: la primera, da cuenta de los compromisos generales que suscribió Chile con los países centroamericanos y que se expresan en el TLC; la segunda, implica la necesidad de celebrar con cada uno de ellos Protocolos Adicionales para regular los aspectos no contemplados en aquél. Con Costa Rica ya se ha concluido el correspondiente Protocolo, y ha sido sometido a consideración del Congreso junto con el Convenio principal. Por otra parte, el Protocolo acordado con El Salvador, según dijera, se encontraría en vías de ser ingresado a tramitación legislativa.





	Al concluir, señaló que el instrumento incorpora los cinco acuerdos sobre protección de inversiones existentes con los países centroamericanos, en los cuales se establece un régimen de seguridad para los flujos de recursos que se materialicen en este ámbito entre los Estados Partes, sobre la base del principio de no discriminación en el tratamiento de las inversiones.





	Requerida por las dificultades que podrían surgir en la aplicación del Convenio en materia silvoagropecuaria, comentó que se ha intentado cautelar los intereses nacionales en la línea de las políticas que con respecto a ese sector se han seguido en Chile. En todo caso, se trata en general de agriculturas complementarias, salvo en el caso del azúcar.





	Luego de finalizada la intervención de la señora Ministra, los encargados de la Dirección de Asuntos Económicos Bilaterales y del Departamento ALADI-ACE Centroamérica de la Cancillería, precisaron que en lo fundamental el instrumento suscrito permite conformar una zona de libre comercio que garantice transparencia comercial en las diversas disciplinas que conprende, precaviendo la discrecionalidad en su administración.





	Estas disciplinas, agregaron, se relacionan con procedimientos aduaneros, con normas de origen, con cláusulas de salvaguardias, con disposiciones fito y zoo sanitarias y con los mecanismos de administración del Convenio.





	El Tratado celebrado, afirmaron, se diferencia de otros instrumentos de la misma naturaleza suscritos con países latinoamericanos por incorporar capítulos sobre servicios e inversiones. En el primer caso, se liberaliza el comercio de servicios entre Chile y cada uno de los restantes Estados Partes, y se plantea la posibilidad de establecer excepciones y restricciones cuantitativas vinculadas con los problemas de cada uno de ellos; en el segundo, se recogen los acuerdos de promoción y protección de inversiones que se han pactado con esas naciones.





	Para ser negociado en forma bilateral, mediante protocolos adicionales, quedó reservado lo referido a declaraciones arancelarias de los productos y a los anexos de servicios. Este procedimiento ha sido motivado por la circunstancia de que no existe entre los países centroamericanos coincidencia o identidad de intereses respecto de algunos rubros de comercio y modelos económicos en aplicación. Así, por ejemplo, la economía de Costa Rica es más abierta que la del resto de los países, lo cual ha influido positivamente en la dinámica de avance de la negociación de aspectos de detalle con esta nación. Estos personeros manifestaron que la política de apertura comercial costarricense fue un aliciente para que sus equipos económicos trabajaran con mayor celeridad para finiquitar el Protocolo con Chile.





	Consultados por el estado de las negociaciones de los respectivos Protocolos con los restantes Estados Partes del Tratado de Libre Comercio, informaron, como ya lo había adelantado la señora Ministra, que el documento pertinente con El Salvador sería pronto ingresado a tramitación para su consideración por el Congreso; que el texto del Protocolo con Nicaragua estaba próximo a ser concluido, habiéndose acordado ya lo referido a productos y encontrarse en etapa de concreción el sector servicios; que el que debe suscribirse con Honduras se encuentra en etapa de propuesta formal de este país para negociar con Chile, y que con Guatemala aún no han comenzado de manera oficial el trabajo de los equipos negociadores principalmente por el problema del azúcar que interesa a este país.





	Frente a la preocupación de algunos señores Senadores en lo que concierne a la situación que podría afectar a ciertos productos agrícolas chilenos, sostuvieron que todos aquellos que están sometidos al sistema de bandas de precios, esto es, azúcar, harina, trigo y aceites vegetales comestibles, quedarán incluidos en "listas de excepción". Este criterio ha sido seguido en el Protocolo adicional con Costa Rica, y será observado también en los restantes documentos bilaterales. En todo caso, reconocieron que el aspecto más complejo de las negociaciones se relaciona precisamente con este particular.





	Con el objeto de aportar mayores antecedentes en la materia, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales sostuvo que el Protocolo bilateral con Costa Rica consta de cuatro listas recíprocas, sometidas a plazos de desgravación de cero, cinco, doce y dieciséis años.





	El Protocolo que se negocia con Nicaragua, a su vez, comprende cinco listas de desgravación. Para Chile estas listas son de cero, cuatro, cinco, siete y quince años. Para Nicaragua, de cero, dos, cuatro, nueve y quince años.





	En el Acuerdo con El Salvador se contemplan cinco listas de desgravación, que para Chile son de cero, tres, cinco, ocho y diez años, en tanto para El Salvador de cero, cinco, ocho, diez y dieciséis años.





	Estos tres documentos, agregó, que involucran una lista recíproca de productos que se excluyen de la desgravación arancelaria, se caracterizan por su asimetría en beneficio de los países centroamericanos, lo cual en promedio es de cinco años de diferencia entre la desgravación de Chile y la de esos países.





	Destacó que al momento de entrada en vigencia del Tratado, y de los correspondientes Protocolos, mientras el 95% de los productos y exportaciones totales de Costa Rica ingresará al mercado chileno libre de todo arancel aduanero, ese porcentaje será de 77% en los productos y de 82% de las exportaciones totales en el caso de Nicaragua, y de 83% y 63%, respectivamente, en el de El Salvador.





	Al comentar en detalle cada Protocolo, indicó:





	- En lo que atañe a Costa Rica, rubros de exportación relevantes para Chile gozarán de apertura inmediata. Entre otros, aludió a vinos, cobre, salmones, automotores, frutas, conservas, jugos de frutas y textiles.





	Chile, por su parte, abrirá su mercado en forma inmediata  a rubros significativos para Costa Rica, así, frutas tropicales, bananos, café, chips de computadores y aparatos médicos.





	Ambos países, añadió, excluyeron un reducido número de productos de la desgravación arancelaria. Chile lo hizo respecto de los productos sometidos a bandas de precios, esto es, trigo y harina de trigo, aceites vegetales de oleaginosas y azúcar. Costa Rica hizo lo suyo con papas, cebollas, frijoles, maderas, muebles de madera, carne y embutidos de pollo, lácteos y determinadas hortalizas.





	- En lo que concierne a Nicaragua, importantes productos de exportación chilenos gozarán de una apertura inmediata para su ingreso al mercado nicaragüense. Entre otros, destacó los siguientes: purés y jugos de tomate, harina de pescado, jugos de frutas, celulosa, madera en bruto y el sector pesquero.





	Nuestro país, a su vez, abre su mercado en forma inmediata a relevantes productos de exportación nicaragüenses, tales como, café en grano, oro, camarones, langostas, bananas, maníes, cigarros y quesos.





	En cuanto a los productos que ambos países excluyeron de la desgravación arancelaria, en el caso de Chile son aquellos sometidos a bandas de precios; en el de Nicaragua, ante la exclusión del azúcar, que ha representado históricamente casi la totalidad de sus envíos a nuestro país, se excluyeron no sólo productos considerados sensibles, como madera, lácteos y avícolas, sino también vino, uvas, manzanas y maderas procesadas. Estas exclusiones, argumentó, han tenido la intención de dejar en suspenso la posibilidad de que en el futuro se negocie la desgravación del azúcar.





	- Respecto de El Salvador, sostuvo que para Chile se abre de inmediato el mercado para productos como uvas, manzanas, duraznos, kiwis, vinos, neumáticos, buses, celulosa, además de casi la totalidad de los productos químicos orgánicos y del sector pesquero.





	Para El Salvador, el mercado chileno quedará abierto de inmediato en lo relativo a productos salvadoreños como café en grano, camarones, detergentes, medicamentos, textiles y confecciones, entre otros.





	Chile decidió excluir del programa de desgravación los productos sujetos al régimen de bandas de precios y otros rubros como carne de ave, porcina y bovina, lácteos y camionetas.





	A continuación, el Director de Relaciones Económicas Internacionales aludió a los Protocolos bilaterales aún pendientes de negociación.





	Sobre el particular, dijo que con Guatemala no ha sido posible proseguir los trabajos respectivos atendida la petición de este país de revisar la cuota de azúcar. La dificultad, precisó, surge de la circunstancia de que la solicitud versa sobre un producto que Chile no ha otorgado a ninguna nación centroamericana, dado que, como se sabe, está sometido al mecanismo de bandas de precios.





	En relación con Honduras, afirmó que las dilaciones que han experimentado las negociaciones pertinentes obedecen a que esta nación ha solicitado cuotas especiales para la carne de bovino y el aceite de palmiste, que hasta la fecha no han sido autorizadas por el Ministerio de Agricultura chileno. La situación, reflexionó, se ha tornado más compleja en razón de los resultados a que arribara la denominada Mesa Agrícola.





	En todo caso, tanto respecto de Guatemala como de Honduras, concluyó, están pendientes de negociación los anexos referidos a "Acceso a los Mercados", "Servicios" e "Inversiones".





	En seguida, la Comisión escuchó a la Corporación Nacional de Exportadores de Chile A.G. Su Presidente explicó que el sector que representa ha seguido una política de apoyo a la apertura comercial del país, que se funda en la circunstancia de que para un mercado pequeño como el chileno siempre será beneficioso insertarse decididamente en el proceso de globalización de la economía mundial. Ello, a su juicio, incidirá en una mejor competitividad y un mayor crecimiento económico. En tal sentido, estimó la apertura comercial como el instrumento adecuado para hacer valer las ventajas comparativas del país en lo referente a su comercio exterior.





	No obstante, en términos generales el personero hizo presente que, en conformidad con los principios que inspiran el libre mercado y la política de apertura a que se ha hecho alusión, para la Corporación a su cargo no sería sostenible establecer protecciones que carezcan de suficiente justificación, que pudieran ser conferidas a determinados sectores productivos en los procesos de negociación, en especial si, como compensación, otro sector resulta finalmente perjudicado o discriminado. Sobre el particular, indicó que la entidad que preside es partidaria de que en esta clase de instrumentos internacionales se cautelen las sensibilidades de los distintos involucrados, sin consagrar exclusiones.





	Destacó, en lo que al Tratado en informe se refiere, que puede considerarse positivo en lo que atañe a los flujos de comercio existentes hasta ahora entre Chile y los países centroamericanos, y a los que puedan generarse a partir de su entrada en vigencia. En ese momento, agregó, el 70% del comercio de Chile hacia Costa Rica, El Salvador y Nicaragua estará en lista de desgravación inmediata, y alrededor del 80% del comercio de Centroamérica con nuestro país quedará en idéntica situación.





	En el mediano plazo, agregó, la Corporación de Exportadores proyecta un crecimiento significativo de las exportaciones nacionales hacia esas naciones, considerando que el lapso promedio de desgravaciones para que los productos chilenos gocen de arancel cero, sin incluir excepciones, es de tres años.





	Más adelante sostuvo que atendido que la balanza comercial entre Chile y Centroamérica es favorable a nuestro país en US$61 millones, el Tratado será también beneficioso para las naciones centroamericanas porque porcentajes elevados de sus respectivas ofertas exportables podrán ingresar a nuestro territorio libres de todo arancel aduanero. En otras palabras, el Convenio deberá tender a equilibrar la balanza comercial recíproca.





	La mayor parte de los productos que Chile exporta a esa área continental, añadió, está compuesta por bienes manufacturados, que se caracterizan por su valor agregado y por ser intensivos en mano de obra. Esta composición difiere sustancialmente de la que define la generalidad del comercio exterior chileno hacia el resto del mundo, constituida básicamente por materias primas.





	Por lo mismo, argumentó, el Tratado será un estímulo para el desarrollo del sector exportador de manufacturas que permitirá consolidar nuestra oferta exportable hacia esos mercados.





	Con todo, el personero de la Corporación Nacional de Exportadores manifestó su preocupación por la circunstancia de que determinados productos considerados "manufacturados", aunque en su composición haya una relevante incidencia de elementos naturales, quedaron en listas de exclusión de la desgravación arancelaria para compensar, a su vez, el hecho de que nuestro país exceptuó productos agrícolas sometidos a bandas de precios. La situación descrita, añadió, afecta en especial a muebles, pallets y tableros de fibra de madera, carne, lácteos, productos avícolas, papas y cebollas, esto es, rubros importantes de la producción nacional.





	Al finalizar, indicó que el apoyo de la Corporación que representa al Tratado en informe debe ser interpretado en el sentido de que existiría consciencia entre sus asociados que mientras algunos sectores productivos serán beneficiados con lo acordado, otros, por el contrario, no gozarán de las mismas ventajas. En esencia, sostuvo, este desequilibrio no obedecería a causas inherentes a las condiciones de mercado, sino a los términos de negociación que en definitiva se acordaron por los respectivos equipos técnicos.





	Consultado el representante de la Sociedad Nacional de Agricultura, estimó que la ratificación del Tratado no era en principio conveniente para su sector, a menos que quedaran suficientemente protegidos no sólo productos sujetos a régimen de bandas de precios, sino también rubros como la leche, la carne, el arroz y los forestales.





	El personero hizo hincapié en que, en su conjunto, Centroamérica es un mercado que para nuestro país involucra ventas de US$108 millones y compras de US$51 millones, lo cual no sería significativo en el total del comercio exterior chileno. Además, entre los países que integran esa zona existirían importantes asimetrías en relación con el tamaño de sus respectivos mercados, cuestión que también se verificaría en comparación con el nuestro en una proporción desventajosa para ellos.





	El representante empresarial se mostró contrario al mecanismo de negociación escogido, pues permite a las naciones centroamericanas actuar en bloque o en forma separada según su conveniencia, atendido, como se dijera, que el Tratado supone un marco normativo común para los Estados Partes, e involucra la necesidad de suscribir Protocolos bilaterales complementarios que sólo se aplicarán entre Chile y el respectivo país centroamericano.





	Enseguida, manifestó su inquietud por la posibilidad que determinados aspectos del Protocolo suscrito con Costa Rica afecten, en especial, a los usuarios de INDAP, en la medida que nuestro país se verá en la obligación de modificar el mecanismo de "reintegro simplificado" o deberá eliminar las subvenciones directas para la exportación de productos agropecuarios, incluidos los pagos en especie (por ejemplo, riego o recuperación de praderas).





	Por otra parte, se mostró preocupado respecto de la falta de claridad del Tratado en materia de "normas de origen", "certificación de origen", "salvaguardias" y "medidas zoo y fitosanitarias". En estos casos, dijo, hay indefinición y desconocimiento de las correspondientes legislaciones nacionales, por lo que podrían existir obstáculos adicionales al comercio multilateral, así como riesgos para la salud animal y vegetal de nuestros principales productos de exportación.





	Luego de escuchar a estos personeros tuvo lugar en vuestra Comisión un debate acerca de las repercusiones que tendrían para nuestro país y para las relaciones político-económicas con Centroamérica, las informaciones según las cuales algunas de las naciones con las que se suscribió el Tratado en estudio se habrían hecho parte en reclamaciones interpuestas en contra de Chile en el marco de la Organización Mundial de Comercio (OMC), para observar el régimen de bandas de precios que se aplica respecto de determinados productos agrícolas y obtener, así, su eventual eliminación.





	A juicio de la Comisión, la situación aludida, de especial complejidad para los intereses nacionales, podría implicar falta de coherencia entre la manifestación de voluntad política-comercial de los Gobiernos Centroamericanos que celebraron el Tratado, en cuanto mediante la suscripción del instrumento asumieron la validez de los mecanismos chilenos de bandas de precios, y la que cabría colegir de su adhesión a la iniciación de un panel de la OMC sobre Chile en la materia.





	Por tal razón, la Comisión ofició a la Cancillería solicitándole recabar ante nuestras Embajadas en Centroamérica, antecedentes técnicos detallados acerca de estos hechos, con el objeto de evaluar sus alcances. Además, la Comisión requirió de esta Secretaría de Estado información acerca de la posición que adoptaría el Gobierno frente a la situación descrita.





	En todo caso, el Subdirector del Departamento ALADI-ACE Centroamérica de la Cancillería, quien participó en la sesión en que se planteó este asunto, explicó que en general esta clase de procedimientos persiguen analizar técnicamente el grado de adecuación de sistemas como el de bandas de precios a las reglas de la OMC, que los acepta bajo ciertas condiciones y de manera transitoria. Sostuvo, al efecto, que hay países que si bien se suman a estas reclamaciones, lo hacen para defender la continuidad de tales sistemas y no para obtener su eliminación, en la medida que su existencia es también beneficiosa para ellos.





	Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión estimó conveniente proceder a votar de inmediato la iniciativa.





	- Sometido el proyecto de acuerdo a votación en general y particular, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los HH. Senadores señores Gazmuri, Romero y Valdés, y el voto en contra del H. Senador señor Martínez Bush.





- - - - - -





	Con posterioridad, la Cancillería respondió el oficio de la Comisión relativo al cuestionamiento, por parte de algunos países centroamericanos, de las bandas de precio vigentes en nuestro país.





	Al respecto señaló que en el Tratado de Libre Comercio, suscrito entre Chile y los países centroamericanos, se reconoce la validez de dichas bandas entre los signatarios del mismo.





	Expresó que en la actualidad sólo existen dos procedimientos en el marco de solución de diferencias de la OMC, en el que se cuestiona el mencionado sistema aplicado por Chile.





	Indicó que el primer caso fue presentado por Argentina y cuestionó el Sistema de Bandas de Precio y las salvaguardias al trigo, harina de trigo y aceites comestibles. Agregó que, luego de las consultas entre Argentina y Chile, que no permitieron lograr una solución mutuamente acordada, Argentina el 12 de marzo de 2001, como paso siguiente, constituyó un grupo especial (panel) ante el Organo de Solución de Diferencias de la OMC para que conozca este caso y emita un informe, el cual será vinculante para ambas partes.





	Señaló, a continuación, que trece miembros de la OMC han manifestado su interés en participar como terceros ante ese grupo especial, Guatemala, Costa Rica, Colombia, Estados Unidos, La Comunidad Europea, Honduras, Nicaragua, Japón, Paraguay, Brasil, Ecuador, Venezuela y Australia.  Agregó que el interés de un tercero puede consistir en apoyar la demanda del reclamante, así como sostener una posición común con la parte demandada o, finalmente, puede consistir en velar por una correcta interpretación de las disposiciones de la OMC.  Esto último es conocido como interés sistémico.




















	La Cancillería expresó que Chile no puede desconocer el derecho legítimo que le asiste a todo miembro de la OMC para participar en calidad de terceros en cualquier grupo especial que se establezca, sin necesidad de contar con interés comercial en la disputa, bastando el sólo interés en preservar la validez del sistema multilateral.  En ese sentido, la participación de Costa Rica, Guatemala, Honduras y Nicaragua como terceros en la reclamación interpuesta por Argentina en contra del sistema de bandas de precio vigente en Chile, no constituye per se una falta de coherencia con la aprobación de la validez de las bandas de precio contenidas en el Tratado referido, ni tampoco es adecuado afirmar que con su intervención en la diferencia OMC, necesariamente, se pretenda obtener la eventual eliminación del referido sistema.





	Indicó que el segundo caso, vinculado a la consulta de la Comisión, ha sido planteado por Guatemala ante el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC al cuestionar el sistema de bandas de precio y las salvaguardias aplicadas a bienes sujetos a dichas bandas. Añadió que las consultas ya tuvieron lugar sin mayores avances.





	Finalmente precisó que, por todo lo antes señalado, Chile recibirá oficialmente, en el momento procesal oportuno ante el procedimiento iniciado por Argentina, las posiciones oficiales de los países centroamericanos que se declaran terceros en esa diferencia, lo cual constituye como ya indicó, un ejercicio de un derecho legítimo al anterior del foro comercial multilateral.





	La Comisión, teniendo en consideración este antecedente, planteó la posibilidad de reabrir el debate sobre este asunto.





	Luego de un intercambio de opiniones, finalmente acordó no reabrir el debate, con dos votos en contra de la citada reapertura, de los HH. Senadores señores Bombal y Romero, quienes estimaron que no se podía desconocer, en atención a la respuesta de la Cancillería, el derecho legítimo de algunos países para hacer observaciones ante la OMC; y uno a favor, del H. Senador señor Valdés, quien señaló que no le satisfacía la actitud de algunos países centroamericanos por cuanto, mediante la suscripción del Tratado, asumieron la validez de los mecanismos chilenos de bandas de precio, y, a continuación, han iniciado o adherido a un panel de la Organización Mundial de Comercio sobre esta misma materia.





- - - - - -

















	En mérito del acuerdo reseñado precedentemente, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:








PROYECTO DE ACUERDO:





	"Artículo único.- Apruébanse el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999.".





- - - - - -





	Acordado en sesiones celebradas los días 20 de marzo; 10 y 17 de abril, y 5 de junio de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Martínez Bush y Gabriel Valdés Subercaseaux.





	Sala de la Comisión, a 6 de junio de 2001.















































	Julio Cámara Oyarzo


	        Secretario
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I.	BOLETÍN Nº: 2.467-10.





II. 	MATERIA: Proyecto de acuerdo sobre aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.





V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Fue aprobado por ochenta y un votos a favor, uno en contra y una abstención.





VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 13 de marzo de  2001.





VII.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:





	- El artículo 50, Nº1, de la Constitución Política que, entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, incluye la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".





	Su párrafo segundo establece que "las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.".





	- La ley Nº 18.480, que establece el sistema de reintegro de gravámenes que incidan en costo de insumos de exportaciones menores no tradicionales.





	- El decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1981, que promulga la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.





	- El decreto supremo Nº 910, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2000, que promulga el Acuerdo con Costa Rica para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones y su Protocolo.





	- El decreto supremo Nº 1.336, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Acuerdo con El Salvador para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones y su Protocolo.





	- El decreto supremo Nº 1.816, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1997, que promulga el Acuerdo con la Comunidad del Caribe para Establecer una Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación.





	- El decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el "Acuerdo de Marrakech", por el que se establece la Organización Mundial de Comercio (OMC), y los Acuerdos Anexos que se indican.





	Cabe destacar que dichos Acuerdos Anexos son:





	El Anexo 1A, que comprende:





	El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 ("GATT de 1994").





	El Acuerdo sobre la agricultura.





	El Acuerdo sobre la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias.





	El Acuerdo sobre los textiles y el vestido.





	El Acuerdo sobre obstáculos técnicos al comercio.





	El Acuerdo sobre las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio.





	El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.





	El Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.





	El Acuerdo sobre inspección previa a la expedición.





	El Acuerdo sobre normas de origen.





	El Acuerdo sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación.





	El Acuerdo sobre subvenciones y medidas compensatorias.





	El Acuerdo sobre salvaguardias.





	El 1B, Acuerdo General sobre el Comercio de Servicio (AGCS).





	El 1C, Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC).





	El Anexo 2, Entendimiento relativo a las Normas y Procedimientos por los que se Rige la Solución de Diferencias.





	El Anexo 3, Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales.





	- El decreto supremo Nº 1.020, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1997, que promulga el Tratado de Libre Comercio, el Acuerdo de Cooperación Ambiental y el Acuerdo de Cooperación Laboral, suscritos con Canadá.





	- El decreto supremo Nº 1.101, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Tratado de Libre Comercio, sus Anexos y Apéndices, suscrito con los Estados Unidos Mexicanos.





	- La Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, suscrita en Ciudad de México, el 28 de enero de 1902, por todos los países signatarios de este Tratado.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE ACUERDO PROPUESTO: Artículo único por el que se propone la aprobación del Acuerdo.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL CONVENIO CUYA APROBACIÓN SE PROPONE: Consiste en establecer una zona de libre comercio entre Chile y los siguientes países de Centroamérica: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, mediante un Tratado de Libre Comercio de carácter general o "marco" entre los países mencionados, ya suscrito, y la adopción de un Protocolo Bilateral a dicho Tratado con cada una de esas naciones, que recogerá las particulares características de la relación político-comercial con ellas, particularmente la política arancelaria que los regirá. En esta oportunidad se somete a consideración del Senado el Tratado marco y el Protocolo Bilateral con Costa Rica. Los restantes Protocolos se encuentran en fase de negociación o ratificación.





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.





ACUERDOS: Aprobado en general y particular por mayoría de miembros presentes (3-1).











Valparaíso, 6 de junio de 2001.

















	Julio Cámara Oyarzo


     Secretario
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